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DERECHO DE ACCESO A BIENES Y SERVICIOS CULTURALES. ES UNA VERTIENTE DEL 

DERECHO A LA CULTURA. 

 

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como diversos 

organismos internacionales han sostenido que el derecho a la cultura es un derecho 

polifacético que considera tres vertientes: 1) un derecho que tutela el acceso a los 

bienes y servicios culturales; 2) un derecho que protege el uso y disfrute de los 

mismos; y, 3) un derecho que protege la producción intelectual, por lo que es un 

derecho universal, indivisible e interdependiente. El Comité de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales estableció que la realización del derecho a 

participar en la vida cultural requiere, entre otras cosas, la presencia de bienes y 

servicios culturales que todas las personas puedan aprovechar, como bibliotecas, 

museos, teatros, salas de cine y estadios deportivos; la literatura y las artes en todas 

sus manifestaciones. De esta manera, esas fuentes son consistentes en entender que 

del derecho a la cultura se desprende un derecho prestacional a tener acceso a 

bienes y servicios culturales. 
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DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. DEBER DE ALCANZAR SU PLENA 

PROTECCIÓN PROGRESIVAMENTE. 

Una vez satisfecho el núcleo esencial, los derechos económicos, sociales y culturales 

imponen al Estado una obligación de fin, toda vez que dichas normas establecen un 

objetivo que el Estado debe alcanzar mediante los medios que considere más 

adecuados, partiendo de la premisa de que el pleno goce de los derechos sociales 

no se puede alcanzar inmediatamente, sino de manera progresiva. De esta manera, 

los órganos de los Poderes Ejecutivo y Legislativo deben diseñar una política pública 

mediante la cual se garantice el pleno goce de los derechos económicos, sociales y 

culturales. Ahora, este deber implica que tiene que existir una política pública 

razonable para alcanzar el objetivo impuesto por el derecho en cuestión. En este 

sentido, los tribunales deben analizar si la medida impugnada se inscribe dentro de 

una política pública que razonablemente busque alcanzar la plena realización del 

derecho social. Sin embargo, son las autoridades administrativas y legislativas 

quienes en principio están en una mejor posición para determinar cuáles son las 

medidas adecuadas para alcanzar la plena realización de los derechos sociales, por 

tanto, al analizar la razonabilidad de la medida los tribunales deben ser deferentes 

con dichas autoridades. 
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DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. DEBER DE PROTEGER DE MANERA 

INMEDIATA SU NÚCLEO ESENCIAL. 

Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que los derechos sociales 

atribuyen un deber incondicional de proteger su núcleo esencial. Así, dichos 

derechos imponen un deber de resultado, esto es, el Estado mexicano tiene el deber 

de garantizar de manera inmediata la protección del núcleo esencial de los 

derechos sociales. Esta obligación se justifica porque existen violaciones tan graves a 

los derechos sociales que no sólo impiden a las personas gozar de otros derechos, 

sino que atacan directamente su dignidad, luego se entiende que se viola el núcleo 

esencial de los derechos sociales cuando la afectación a éstos, atenta la dignidad 

de las personas. Por tanto, los tribunales, en cada caso, deberán valorar si la 

afectación a un derecho social es de tal gravedad que vulnera la dignidad de las 

personas y de ser así, deberán declarar que se viola el núcleo esencial de ese 

derecho y ordenar su inmediata protección. 

  



 

 
4 

México 

 

 

DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. DEBERES QUE GENERAN AL 

ESTADO. 

Tanto la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como diversos tratados 

internacionales en la materia, han establecido que los derechos económicos, 

sociales y culturales generan tres tipos de deberes para el Estado: 1) proteger el 

núcleo esencial del derecho; 2) realizar progresivamente el alcance del derecho; y, 

3) no adoptar injustificadamente medidas regresivas.  
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DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. FORMA DE ACREDITAR LA 

EXISTENCIA DE LAS MEDIDAS REGRESIVAS DE RESULTADOS Y NORMATIVA. 

Puede distinguirse entre dos tipos de regresividad de los derechos económicos, 

sociales y culturales: 1) la de resultados, que se presenta cuando las consecuencias 

de una política pública empeoran la satisfacción de un derecho social; y, 2) la 

normativa, cuando una norma posterior suprime, limita o restringe los derechos o 

beneficios otorgados anteriormente al amparo del derecho social. En ese sentido, 

para acreditar una regresividad de resultados es necesario demostrar que: i) existe 

una menor satisfacción generalizada del derecho, ya que como lo sostuvo la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en el caso "Cinco Pensionistas" Vs. Perú, los 

derechos económicos, sociales y culturales tienen una dimensión tanto individual 

como colectiva, por lo que es necesario demostrar que existe una regresión hacia 

un grupo o una demarcación territorial, siendo insuficiente para ello que sólo se haya 

afectado a ciertos individuos; ii) los quejosos se encuentran afectados por esa 

regresión generalizada; y, iii) la medida sea la causa de la regresión de la que se 

duelen los quejosos. En cambio, para acreditar la regresividad normativa sólo debe 

demostrarse que algún derecho económico, social o cultural, o alguna prestación 

de la que eran titulares los quejosos les fue suprimida, limitada o restringida, de 

conformidad con el contenido de una disposición normativa. 
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DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. LA CONSTITUCIONALIDAD DE UNA 

MEDIDA REGRESIVA EN LA MATERIA DEPENDE DE QUE SUPERE UN TEST DE 

PROPORCIONALIDAD. 

El deber de no regresividad supone que una vez alcanzado un determinado nivel de 

satisfacción de los derechos económicos, sociales y culturales, el Estado está 

obligado a no dar marcha atrás, de modo que las prestaciones concretas 

otorgadas en un momento determinado constituyen el nuevo estándar mínimo a 

partir del cual debe seguirse avanzando hacia la satisfacción plena de esos 

derechos. Sin embargo, ese deber tampoco es absoluto, por tanto, cuando una 

medida resulte regresiva en el desarrollo de los derechos económicos, sociales y 

culturales, corresponde al Estado justificar con información suficiente y argumentos 

pertinentes la necesidad de esa medida. En ese sentido, la constitucionalidad de 

una medida regresiva en materia de los derechos aludidos depende de que supere 

un test de proporcionalidad, lo que significa que debe perseguir un fin 

constitucionalmente válido, además de ser idónea, necesaria y proporcional en 

sentido estricto.  
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DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES. NIVELES DE SU PROTECCIÓN. 

Existen niveles distintos de protección de los derechos sociales, económicos y 

culturales, a saber: (i) un núcleo esencial que protege la dignidad de las personas e 

impone al Estado obligaciones de cumplimiento inmediato e ineludible en caso de 

una vulneración; (ii) cuando se sobrepase ese núcleo esencial, un deber de alcanzar 

progresivamente la plena realización del derecho; y, (iii) un deber de no adoptar 

injustificadamente medidas regresivas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


